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re, que las anteriores, susceptible de utilizarse en la in­
terpretación concordante de las referidas disposiciones.

Esta teoría, que yo be ideado y sustentado ante m¡9 
alumnos muchas veces, si bien con las reservas del caso 
y dejándoles comprender que podía muy bien 9er equivo­
cada, consiste brevemente en lo siguiente: según ella, 
serían autores, con sujeción á lo que dispone el inciso
l.° del artículo 21, los que toman parte en los actos 
consumativos del delito, como lo expresa la misma dis­
posición; serían co-autores, cou sujeción á lo que esta­
blece el inciso 4.° de ese mismo artículo, I09 que inter­
vienen en los actos ejecutivos de la infracción, y serían, 
finalmente, cómplices, los que colaborasen en los actos 
puramente preparatorios.

De esta manera tendrían explicación el inciso l.° del 
artículo 21, el inciso 4.° del mismo artículo y también el 
articulo 22.

Con un ejemplo, con el mismo ejemplo de que me he 
servido para mis explicaciones anteriores, les puedo ha­
cer ver el alcance preciso de la doctrina, Se trata, pongo 
por caso, de un homicidio: un individuo suministra el 
arma; otro interviene alejando al guardia civil ó al agen­
te de la autoridad del punto próximo en que se debe ve­
rificar el delito, y un tercero, finalmente, es el que consuma 
la agresión. El último, decía yo, es autor, de acuerdo con 
lo que dispone el inciso l.° del artículo 21; el otro, el que 
aleja á la policía del lugar en que se va á verificar el delito, 
facilitándolo, es co-autor, de acuerdo con lo que estable­
ce el inciso 4.° del artículo 21, y por último el que se ha 
limitado á prestar el arma para ia realización del homi­
cidio, es cómplice, con sujeción al artículo 22 del Código 
Penal.

A mi juicio, esta doctrina es más ingeniosa que sólida. 
Si se examinan bien los términos en que está redactado 
tanto el inciso 4.° del artículo 21 como el artículo si­
guiente, se llega al convencimiento de que debe ser re­
chazada, porque e9a es la solución que impone irremisi­
blemente el alcance gramatical mismo de I09 dos ar­
tículos.

En rigor, el que previo concierto suministra el arma 
para la ejecución del homicidio en el caso á que me he 
referido, contribuye en alguna forma á la ejecución del 
delito, y por consiguiente, cae bajo el alcance del inciso 
4.° del artículo 21, y el que aleja al guardia civil del lu­
gar en que se va á realizar el crimen,—episodio más pró­
ximo á la ejecución,—coopera á la realización del hecho 
por actos simultáneos y, por consiguiente, debiera ser 
considerado cómplice en vez de autor; es decir que, con 
sujeción á la redacción de las disposiciones, el que cola­
bora con actos preparatorios es en realidad autor sin 
dejar de ser cómplice, y el que coopera con actos ejecu­
tivos es en realidad cómplice, sin dejar de ser autor; 
cuando, de ser exacta la teoría expuesta, nunca podría 
incurrirse en esta confusión. En otros términos: el que 
interviene en los actos ejecutivos debería ser siempre co­
autor, como el que interviene en los actos preparatorios 
debería ser siempre cómplice; y acabamos de ver que no 
es así.

No siendo posible la conciliación de estas dos disposi­
ciones, ¿se desprende, acaso de ello, que el intérprete no 
pueda ofrecer una norma que sirva de orientación al 
Juez, al defensor, ó al Fiscal ó al exégeta en su caso? 
Evidentemente, no. Nuestra ciencia tiene principios de 
orden general que sirven para vencer este género de di­
ficultades, y que á falta de normas legales más precisas 
y adecuadas, de disposiciones expresas en una palabra, 
encierran la solución del dilema jurídico enunciado.

En la imposibilidad de conciliar dos disposiciones

abiertamente antagónicas, el derecho penal establece que 
debe aplicarse aquella que sea más favorable á la sitúa- 
ción del reo. «Semper in dubiis id guod mínimum es■( 
eligendum\  máxima esta que nos viene de los latinos. 
Más claramente todavía. En muchos ca903, en el movi­
miento ordinario de los Tribunales debe presentarse la 
situación siguiente: el misino sujeto, con relación al 
inciso 4.° del artículo 21, será autor; con relación al 
artículo 22, será cómplice. ¿Qué disposición debe jurí­
dicamente aplicarse? Sin vacilar, aquella que es represi­
vamente más benigna, ó sea la del artículo 22. Fuera 
de e9ta norma, no hay una manera racional de solucio­
nar el problema, dado que la contradicción entre los 
artículos citados afecta á la esencia misma de las dispo­
siciones.

J U R IS P R U D E N C IA

En materia de delitos de imprenta contra 
la sociedad, el Ministerio público no puede 
legalmente interponer la acción criminal 
ante los Tribunales ordinarios, sino ante el 
Jurado, por ser éste la única autoridad com­
petente en tales casos.

VISTA D EL SEÑOR FISCAL DEL CRIMEN

Señor Juez Letrado de Instrucción:

El Fiscal del Crimen en el sumario instruido contra  
el diario X, por abuso de imprenta, á V. S .  dice: que 
interpone los recursos de reposición y apelación comí  i el 
auto inhibitorio de f. 6 vuelta.

Sabido es, de acuerdo con la legislación po-ó .ay  
sus precedentes, que en los delitos sobre abu-o m la 
libertad de imprenta la parte ofendida tiene la libre 
elección de iniciar la causa ante los Tribunales I ¡lira­
dos, ó ante la justicia ordinaria de instrucción criminal. 
Tan cierto es esto, que V. S. lo entendió así al d i‘i: r el 
auto recaído en el escrito de denuncia. Proc -iasr /' la 
instrucción del sumario correspondiente, proveyó V. 8.— 
Y aste proveído demostró bien á las claras que V. iS. 
pensaba en aquel entonces que la denuncia es taba  in­
terpuesta ante Juez competente.

Más tarde, V. S. dictó otro auto de trámite sumarial 
al pie de la declaración del inculpado. Pero una vez que 
el Fiscal expidió la vista decretada (auto de f. 3 vía., 
vista de f. 5), y cuando se esperaba lógicamente que 
V. S. proveyera el segundo petitorio del escrito inicial, 
V. S. dictó el auto hoy reclamado, manifestando, con 
una tesis completamente opuesta á la primera sustenta­
da, que el asunto era de la competencia de los Tribuna­
les de jurados, y que el Fiscal ocurriera ante quien pu­
diera corresponder. Esta es la historia del procedimiento 
seguido hasta ahora en este expediente.

V. £5. cita en apoyo de su última tesis los artículos 
349 y 354 del Código de Instrucción. El primero se 
refiere exclusivamente al particular injuriado ó calum­
niado; el segundo á la prueba de los delitos de imprenta 
contra la sociedad. Pero V. S. ha pasado por alto la dis­
posición general que rige la materia (el artículo 321 de i 
Código) y que dice: «El conocimiento de las causas so­
bre abuso de la libertad de imprenta, corresponde á los
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Tribunales de jurados, en la forma establecida en este
Código* \  MENOS QUK F.L OFENDIDO O P rE  I’OR LA JU - 
KWfiUVUSN CRIMINAL O RDIN ARIA*.

La ley dice aquí el ofendido, y no el particulnr ofen­
dido. Y como el »buso de In libertad de imprenta puede 
referirse á la sociedad 6 á los particulares, según el 
artículo 3 5 3 ,  es obvio que el ofendido á quien se refiere 
el artículo 3 2 1  puede sor tanto la sociedad como el par­
ticular. N° de otro.modo debe interpretarse esta disposi­
ción, cuyo sentido literal y cuya redacción son perfecta­
mente claros. Es de aplicársele, pues, e) principio gene­
ral del artículo 17 del Código Civil.

Mas, aun en el supuesto caso de que la duda surgiera 
en el ánimo de los encargados de administrar justicia 
acerca de la interpretación del procedimiento en punto á 
delitos sociales de imprenta, razones de esa misma justi­
cia impelen á la aceptación de la vía ordinaria cuando la 
parte ofendida ha optado por ella. El Jurado, en gene­
ral, no da resultado práctico. Y menos en delitos de 
imprenta, que no son sino el exponente de la eferves­
cencia popular en determinado? momentos políticos ó 
sociales. Y así lo había comprendido el propio doctor 
Laudelino Vázquez, autor del Código de Instrucción, 
cuando decía al Gobierno dentro de la parte tercera de 
su «Exposición de motivos»: «Cierto es que en materias 
« de imprenta el Jurado ha dejado mucbo que desear, 
« en asuntos políticos, cuando las pasiones bullen en un 
« pueblo como el nuestro. No ya el Jurado: ninguna 
* institución humana podría resistir los efectos de esas 
« crisis que todo lo trastornan». Debe comprenderse, por 
tanto, que el codificador que esto decía y que redactó el 
artículo 321, quiso dejar al damnificado público ó priva­
do la opción de la vía acusatoria, precisamente porque 
en tiempos de efervescencia política ó social el pueblo 
no está en condiciones de juzgar con imparcialidad los 
actos de los que no son sus compañeros ó sus contrarios 
de causa. Y tocaría entonces administrar esa buscada 
justicia á los jueces de derecho, cuya alta misión, llena 
de deberes y responsabilidades, sería, como lo es induda­
blemente, la garantía de la ley y de todo el organismo 
social, dentro del sistema de las resoluciones ajustadas á 
los Códigos y sujetas á los diversos grados de apelación.

Para terminar, y por vía de precedente, lo que consti­
tuye en parte un motivo de interpretación judicial, el 
Fiscal quiere dejar constancia de que su colega de 3.cr 
turno, doctor Pérez Maggiolo, inició ha poco otro juicio 
por abuso de imprenta contra la sociedad ante el Juzga­
do de Instrucción á cargo del doctor Bocage, y que este 
magistrado aceptó, como era de esperarse, jurisdicción 
sumarial en este asunto.

En virtud de todo lo expuesto, sírvase V. S. resolver 
los recursos interpuestos en la forma que estime conve­
niente.

Montevideo, enero 27 de 101L.

P. Martí.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Vistos: y
Considerando: Que solamente el particular injuriado 6 

calumniado por la prensa es quien tiene el derecho de 
optar por la jurisdicción ordinaria ó por la popular para 
interponer las acciones del caso, porque así lo dispone el 
artículo 349 del C ódigo de Instrucción Criminal, pues 
ese precepto, ni referirse sólo al acusador particular, es 
evidente que ha querido excluir al acusador público, des­

de que 9i se hubiese tenido el propósito de comprender 
también á éste, la ley lo hubiera expresado;

Que, por lo demás, el artículo 354, que se ocupa de 
los delitos contra la sociedad, corrobora esa conclusión, 
porque, al aludir puramente al Jurado popular, quiere 
significar que sólo éste es el competente para conocer en 
esta clase de asuntos;

Considerando: Que no e9 obstáculo á esa solución la 
disposición general del artículo 321 del Código citado, 
porque éste debe necesariamente armonizarse con la dis­
posición especial del artículo 349, á la cual 9e remite 
aquélla, y precisamente el artículo 349 expresa que el 
ofendido que tiene el derecho de optar entre una y otra 
jurisdicción, es el particular y no el acusador público;

Considerando: Que los precedentes legislativos robus­
tecen ampliamente la conclusión legal anterior, deducida 
del derecho positivo:

A) Porque el artículo 7.° de la ley de junio de 1829 33- 
tablece de un modo terminante que: «El conocimiento de 
* las causas sobre abu«os de la libertad de imprenta co- 
« rresponde privativa y exclusivamente á un jnri ó tribu- 
« Dal popular, compuesto de siete ciudadanos»;

B) Porque la ley de julio de 1830 sobre la 'libertad do 
imprenta consigna en el nrlículo l.° que: «El conoci- 
« miento de 1 na causas sobre abuso de la libertad de 
« imprenta corresponde privativa y exclusivamente á un 
« juri 6 tribunal popular compuesto de ciudadanos, cuyo 
« número, calidades y modo de formarse 9e expresará 
« adelante»; y

C) Porque el artículo 12 de la ley del 13 de junio de 
1882, aunque después ha sido derogada, dispone de un 
modo categórico que: «El conocimiento «le las causas 
« sobre abuso de la libertad de imprenta corresponde 
« á los Tribunales de jurados, á menos que los individuos 
< ofendidos por difamación, injuria ó calumnia opten 
« por la jurisdicción ordinaria». Lo que quiere decir que 
sólo el particular agraviado es el que tiene el derecho de 
opción. Y de acuerdo con esta disposición, el Poder Eje­
cutivo instaba en aquel año al Fiscal del Crimen, doctor 
J. J. Segundo, á que interpusiera acción crimina! contra 
un diario de la época por abusos de imprenta, y ante los 
Tribunales de jurados, lo que demuestra que el propio 
Poder Administrador entendía que en ese caso, idéntico 
al sub-judice, no procedía más que la vía popular y no la 
ordinaria. (Mensaje del P. E. á la H. Asamblea General, 
del 4 de octubre de 1882);

Considerando: Que se explica satisfactoriamente que 
la ley haya cometido exclusivamente al Jurado el cono­
cimiento de los abusos de imprenta contra la sociedad, 
si se ¿¡ene presente que, en la época en que aquélla 9e 
dictó y fué promulgada, el prestigio del Jurado se halla­
ba en su apogeo, por más que en la actualidad se le han 
dirigido muy serias críticas á esa institución. I)e ahí 
que un magistrado argentino haya llegado á decir en un 
considerando de una sentencia dictada en aquella época 
y que se ha publicado en la «Jurisprudencia Penal Ar­
gentina», del doctor Aguirre, página 610: «Que la insti- 
« tución del Jurado de imprenta se funda, entre otros 
« motivos, en la conveniencia de que el abuso sea juzgado 
« por jueces sacados á la suerte de entre el pueblo, y no 
« por los ordinarios, que por ejercer una autoridad per- 
« manen te sobre la sociedad se les considera sospechosos 
« é interesados en restringir aquella libertad*. (González, 
« Lecciones de Derecho Constitucional»; «Libertad de la 
« Prensa», Kent y Story. Año 1876);

Ahora bien: si bien es verdad que el proveyente no 
admite las conclusiones de ese Considerando judicial, 
al contrario, las rechaza en absoluto, no es menos cierto



358 LA. REVISTA DE DERECHO, JURISPRUDENCIA Y ADMINISTRACION

que es forzoso reconocer que esas ideas jurídicas eran las 
que predominaban en los tiempos en que 9e promulgó la 
ley de imprenta vigente y las anteriores, lo que demue?- 
tra de una manera acabada la facultad privativa de que 
está investido el Jurado popular para entender en este 
género de delitos;

Considerando: Que el temperamento sustentado en el 
presente caso por el Juzgado, lo comparten, además, los 
distinguidos profesores de Procedimientos Criminales y 
de Derecho Constitucional de la Universidad, doctores 
J . A. de Freitas y J . A. Ramírez, respectivamente;

Considerando: Que, si bien es verdad, el doctor Lau- 
delino Vázquez critica desfavorablemente el Jurado en 
el párrafo transcripto en el escrito precedente, no e9 
menos exacto que, en un párrafo anterior, que el señor 
Fiscal omite, se declara un entusiasta partidario de esa 
misma institución, cuando expresa en su «Exposición de 
Motivos* (parágrafo III, página II I)  que: «Es innecesa- 
« río sostener aquella institución (el Jurado) tan eminen- 
« temente liberal; cree que entre nosotros ningún hom- 
« bre pensador podrá desconocer su importancia y su 
« conveniencia*;

Considerando: Que, contrariamente á lo expresado por 
el señor Fiscal, no puede reputarse como precedente el 
caso ocurrido ante el Juzgado de Instrucción de 3.er 
Turno, porque el sumario á que se alude no llegó á tener 
ulterioridades, pue9 se archivó en el período de su ini­
ciación;

Por tales fundamentos; se mantiene fírme el auto de 
f. 6 vta. y se concede, en relación, el recurso de apela­
ción interpuesto subsidiariamente para ante el Superior, 
á quien se remitirán estos antecedentes á los efectos de 
derecho.

Montevideo, febrero 2 de 1911.

Lapoujade.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Visto en relación este incidente venido en apelación 
por la que interpuso el 9eñor Fiscal del Crimen de 2.° 
Turno contra el auto de f. 6 vta. dictado por el señor 
Juez Letrado de Instrucción de 2.° Turno,—

Por sus fundamentos; y
Considerando: Que la antinomia existente entre I09 

artículos 321 y 349 del Código de Instrucción Criminal 
debe resolverse en el sentido que lo ba hecho el señor 
Juaz apelado;

Que siendo el artículo 321 una disposición general, de­
be derogarse por el 349, que lo es particular, siguiendo 
el principio jurídico de que la ley particular prima sobre 
la general;

Que admitiéndose Ja tesis del señor Fiscal, se llegaría 
al resultado de que el artículo 349 es perfectamente 
inútil por redundante, lo cual no es admisible; en tanto 
que dándole el alcance que le atribuye el señor Juez de 
Instrucción, es lógico suponer que este artículo encierra 
una disposición especial y aclaratoria al principio gene­
ral del artículo 321. Esta interpretación es racional y 
está confirmada por la llamada que el legislador hace 
en el primero de estos artículos, colocando entre parén­
tesis el segundo, estableciendo su concordancia. (Edición 
oficial del Código de Instrucción Criminal);

Que la intención del legislador aparece aclarada por 
los artículos 7 y í.°  «le las leyes do junio de 1829 y julio 
de 1830, que establecen que el conocimiento de los jui­

cios de imprenta por delito* contra la sociedad sean 
juzgados por Tribunales de jura lo<; sin qu9 exista nin­
gún motivo para suponer que haya querido variarse e<ta 
jurisdicción al dictarse el Código de Instrucción Crimi­
nal, y sí por el contrario para suponerse que se ha queri­
do mantener. En efecto: la Comisión de Legislación de la 
H. Cámara de Representantes al discutirse el proyecto 
sancionado el 15 de julio de 1882, que contenía un artí­
culo (12) que decía: «El conocimiento de las causas sobre 
« abuso (le la libertad de imprenta corresponde á los 
« Tribunales de jurados, á menos que los indi cid no*
« ofendidos por difamación, injuria ó calumnia, opten 
« por la jurisdicción ordinaria», manifestaba q u e  el pro­
yecto reunía todas las prescripciones sobre l a s  leyes ac­
tualmente en vigencia, modificadas tan sólo en cuanto 
se ha creído necesario para evitar en lo posible la licen­
cia, á que pueden llegar los periodistas por la pasión 
política en unos, y el desconocimiento en otros de la 
elevada misión que les está encomendada en toda  socie­
dad culta. Ahora bien: este antecedente es de gran 
valor, porque el artículo 12 de esta ley es reproducción 
del artículo 321 del Código de Instrucción Cr imina l ,  sin 
más diferencia que haber sustituido el adjetivo ofendido 
por la locución «individuos ofendidos», es decir que ex­
cluyó expresa y deliberadamente de la jurisdicción cri­
minal ordinaria, á los juicios por abusos de imprenta 
contra la sociedad. («Diario do Sesiones de !a H. Cáma­
ra de Representantes», tomo X L I I I ) .  Existe, pu p u e ­
de decirse, una interpretación auténtica de la lev, desde 
que el legislador establecía que esta ley era el >-u m en  
de las anteriores, entre las c rile i estaba la h o y  nueva­
mente en vigencia, sólo con algunas modificaemue-, en­
tre las cuales no estaba, la de cambio de jurisdicc ión de 
los abusos contra la sociedad, desde que su artículo 12 
la estableció expresamente copinndo á la letra el d il del 
Código de Instrucción Criminal. Por otra parte, basta 
leer la ley de julio de 1882, para notar que las modifica­
ciones que esta ley establecía sobre las anteriores sólo se 
referían al aumento de las penas, la sustitución de la de 
multa por la de destierro, en ciertos casos, y algunas  
disposiciones preventivas para asegurar el cu m p l im ien to  
de la sentencia;

Que la opinión del autor del Código de Instrucción 
Criminal no favorece claramente la opinión del señor 
Fiscal apelante, porque si bien dice en el párrafo citado, 
que el Jurado ha dejado mucho que desear en materia 
política, agrega que cuando las pasiones bullen en un 
pueblo, ninguna institución humana podría resistir los 
efectos de esa crisis. Luego, el doctor Laudelino Váz­
quez, gran partidario del Jurado, no hace más que seña­
lar un defecto de una Institución que él cree tan liberal, 
que ningún hombre pensador podrá desconocer su i m 
portancia; pero no un defecto para llegar hasta su pros­
cripción;

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia ape­
lada; y devuélvase en oportunidad.

Montovide», marzo l:{ de 19 H .

CibUs L'xrravidc.


